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 Resumen 

El presente informe aborda el análisis sobre la regulación de las autorizaciones 
para el funcionamiento de locales nocturnos, estudiando los casos del Municipio 
de Río de Janeiro, Brasil, y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Argentina. 
El estudio considera los mecanismos de autorización, sus principales requisitos, 
la fiscalización y sanciones asociadas, así como las reglas relativas a los horarios 
de funcionamiento y al emplazamiento de estos establecimientos. 
 
En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la Ley Nº6.101, Marco de Regulación 
de Actividades Económicas, constituye el principal marco general para la 
autorización, ejercicio y fiscalización de las actividades económicas. Esta 
normativa establece distintas modalidades de autorización, entre ellas la 
declaración responsable, la licencia y el permiso de actividad económica. No 
obstante, el régimen aplicable a los establecimientos nocturnos se complementa 
con diversos cuerpos normativos que regulan aspectos específicos, tales como 
las condiciones de emplazamiento, funcionamiento y horarios de determinadas 
categorías de establecimientos, así como materias vinculadas al expendio de 
bebidas alcohólicas. En consecuencia, la regulación de estas actividades se 
estructura a partir de un marco general de autorización que debe articularse con 
disposiciones especiales según la actividad y establecimiento de que se trate. 
 
En el Municipio de Río de Janeiro, por su parte, el Decreto Municipal Nº41.827 
concentra el régimen general de licenciamiento y funcionamiento de los 
establecimientos comerciales y de servicios. El decreto contempla distintas 
modalidades de autorización, regula sus principales efectos y condiciones, 
establece mecanismos de fiscalización y sanción e incorpora la consulta previa 
de localización para verificar la compatibilidad de la actividad con las 
características del inmueble y las normas de uso y ocupación del suelo. Este 
régimen se complementa mediante remisiones a otros cuerpos normativos 
municipales, estatales o federales cuando se trata de materias específicas, tales 
como seguridad, prevención de incendios, protección ambiental, control sanitario 
o emisión de sonidos y ruidos. 
 
En términos generales, ambos casos presentan un régimen de autorización que 
se articula con otras regulaciones sectoriales y con mecanismos de fiscalización 
administrativa. Sin embargo, se observa una diferencia en la forma en que se 
estructura normativamente el sistema: mientras en la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires existe una ley marco general que debe complementarse con 
diversas normas específicas aplicables según la actividad o establecimiento, en 
el Municipio de Río de Janeiro el régimen general se encuentra principalmente 
concentrado en un decreto municipal que regula de manera integral los aspectos 
centrales del licenciamiento y funcionamiento, efectuando remisiones a otras 
normas cuando la materia requiere una regulación específica. 
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Introducción 

 

A solicitud de la requirente, el presente informe tiene por objeto actualizar el análisis sobre la regulación 

de las autorizaciones para el funcionamiento de locales nocturnos, incorporando los casos de Brasil, 

específicamente el Municipio de Río de Janeiro, y Argentina, particularmente la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires. El análisis considera, en especial, los mecanismos de autorización aplicables, sus 

principales requisitos, las modalidades de funcionamiento y fiscalización, así como las disposiciones 

relativas a los horarios de apertura y cierre y, cuando corresponde, a las condiciones de emplazamiento 

de estos establecimientos. 

 

Cabe tener presente que este documento complementa dos informes elaborados previamente por 

Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, a saber: (1) Regulación de 

autorizaciones de locales nocturnos – normativa constitucional, legal y reglamentaria; y (2) Regulación 

de autorizaciones de locales nocturnos – casos de El Salvador, España (Comunidad de Madrid) y 

Estados Unidos (California – Los Ángeles). En este contexto, la presente actualización mantiene la lógica 

de análisis de dichos documentos y extiende el estudio a las regulaciones vigentes en las jurisdicciones 

señaladas. 

 

Para lo anterior, el informe se estructura en dos partes, correspondientes a Argentina y Brasil. En cada 

sección se presenta, en primer término, una breve descripción del marco institucional y normativo 

aplicable en la jurisdicción analizada y, posteriormente, se examinan los principales cuerpos normativos 

que regulan la autorización y funcionamiento de establecimientos vinculados con actividades nocturnas. 

Asimismo, se abordan, según la regulación aplicable en cada caso, las modalidades de autorización, los 

mecanismos de fiscalización y las principales consecuencias derivadas de su incumplimiento, junto con 

las disposiciones relativas a los horarios de funcionamiento y al emplazamiento de estos 

establecimientos. 

 

Para la elaboración de este informe se han utilizado principalmente, fuentes oficiales de los respectivos 

países y jurisdicciones, con el objeto de identificar y revisar la normativa vigente aplicable a las materias 

analizadas. 

 

Se hace presente que el tema que aborda este informe y sus contenidos están delimitados por los 

parámetros de análisis de Asesoría Técnica Parlamentaria y por los plazos e información disponibles. 

No se trata de un documento académico y se enmarca en los criterios de neutralidad, pertinencia, 

síntesis y oportunidad en su entrega. El destacado es nuestro y lo traducido fue elaborado con ayuda 

de IA (ChatGPT y Traductor Google).  
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I. Argentina (Ciudad Autónoma de Buenos Aires)  

 

1. Aspectos generales  

 

Argentina se configura como un Estado federal, en el cual las competencias normativas y administrativas 

se distribuyen entre el Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, esta 

última dotada de un régimen de gobierno autónomo conforme a la Constitución Nacional. En 

consecuencia, la regulación relativa a la autorización y funcionamiento de locales nocturnos no se 

encuentra concentrada en un único cuerpo normativo de alcance nacional, sino que depende, 

principalmente, de la normativa dictada por cada jurisdicción local. Debido a ello, el presente informe 

analiza, a modo ejemplar, la regulación vigente en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por tratarse 

de la Capital de la República de Argentina. 

 

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires no concentra la regulación de los espectáculos públicos, 

actividades recreativas y locales nocturnos en una ley especial única. Por el contrario, el régimen jurídico 

se estructura mediante diversos cuerpos normativos complementarios, que regulan aspectos específicos 

vinculados con el desarrollo de estas actividades. 

 

Para efectos del presente informe, el análisis se concentrará principalmente en la Ley Nº6.101, Marco 

de Regulación de Actividades Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por cuanto 

establece el régimen general aplicable a las autorizaciones, el ejercicio y la fiscalización de las 

actividades económicas en la Ciudad. Esta normativa se articula con las restantes disposiciones locales 

que regulan aspectos específicos de determinadas actividades, establecimientos o materias, las que 

serán consideradas en aquellos casos en que resulten necesarias para complementar el análisis del 

régimen de autorización de los locales nocturnos. 

 

En consecuencia, no se desarrolla de manera exhaustiva la totalidad de la normativa urbanística, edilicia, 

ambiental o técnica aplicable a estos establecimientos, sino que se examina su marco general de 

autorización y funcionamiento, complementándolo con las disposiciones especiales que resulten 

directamente pertinentes para el objeto del presente informe. 

 

2. Ley I - N°6.101 Marco de Regulación de Actividades Económicas de la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires (CABA).  

 

La Ley N.º 6.101, Ley Marco de Regulación de Actividades Económicas de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, constituye el marco general aplicable a las actividades económicas desarrolladas en la 

Ciudad. La ley establece los principios y pautas generales que rigen las autorizaciones de actividades 

económicas, su ejercicio y fiscalización, articulándose con las restantes normas locales que regulan 

aspectos específicos de dichas actividades. 
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a) Objeto, finalidad, principios y ámbito de aplicación   

 

De conformidad con su artículo 1°, la Ley Nº6.101 tiene por objeto establecer los principios y pautas 

generales que rigen las autorizaciones de actividades económicas, así como su ejercicio responsable y 

fiscalización en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

 

Por su parte, el artículo 2° establece la finalidad de la ley, orientada a promover el desarrollo de las 

actividades económicas en un marco de convivencia responsable, protección de las personas y del 

ambiente, seguridad, salubridad y respeto por los derechos de terceros. Para alcanzar dichos objetivos, 

la norma establece los principios de sencillez, economía, celeridad y eficacia en los trámites, procurando 

que los procedimientos administrativos vinculados con las actividades económicas se desarrollen de 

manera eficiente y sin imponer cargas innecesarias a sus titulares. 

 

A estos principios se suman los establecidos en el Título II de la ley, relativo a aquellos aplicables a la 

actuación privada y pública en el desarrollo de actividades económicas. En particular, el artículo 7° 

establece un conjunto de principios generales a los que deben ajustarse tanto las actividades 

económicas como su regulación. 

 

Entre ellos se encuentra, en primer lugar, el principio de desarrollo económico, conforme al cual las 

actividades económicas deben contribuir al desarrollo de las personas y promover la iniciativa privada, 

procurando compatibilizarla con el bienestar general, la justicia social y el desarrollo sostenible y 

sustentable. Junto con ello, el principio de responsabilidad ciudadana y profesional exige que quienes 

desarrollen actividades económicas, sus dependientes y los profesionales que intervengan en los 

procedimientos de autorización actúen con la prudencia exigible y proporcional al nivel de criticidad o 

riesgo que presente la actividad, considerando especialmente la seguridad de las personas, los bienes 

y la convivencia responsable. 

 

Asimismo, el artículo 7° consagra los principios de legalidad, eficacia y buena fe, estableciendo que las 

actividades económicas deben desarrollarse de acuerdo con los requisitos establecidos en la ley, su 

normativa reglamentaria y demás disposiciones aplicables, bajo criterios de eficiencia y eficacia y sobre 

la base de una actuación de buena fe por parte de los solicitantes y profesionales intervinientes. Este 

último principio se vincula, a su vez, con la posibilidad de acreditar determinadas situaciones mediante 

declaraciones juradas, sin perjuicio de la responsabilidad derivada del falseamiento u ocultamiento de 

información. 

 

El régimen incorpora, además, principios relativos a la relación entre los particulares y la Administración, 

tales como transparencia y publicidad, gobierno digital, accesibilidad y participación ciudadana. Estos 

principios se traducen, entre otros aspectos, en la utilización de herramientas digitales para la tramitación 

y seguimiento de las autorizaciones, el acceso de los ciudadanos a la información relativa a los 

procedimientos y la posibilidad de participar mediante mecanismos de denuncia y control. 

 

Finalmente, el artículo 7° contempla los principios de simplificación normativa, información responsable 

y registros y buen funcionario, orientados a facilitar el conocimiento de las regulaciones aplicables, 
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reducir cargas administrativas innecesarias, unificar digitalmente los registros existentes y asegurar que 

los funcionarios públicos actúen conforme a las obligaciones de integridad aplicables. 

 

En cuanto a su ámbito de aplicación, el artículo 4° establece que las disposiciones de la Ley Nº6.101 

son aplicables a todas las actividades económicas que se desarrollen en el territorio de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires. La norma contempla, no obstante, la existencia de procedimientos 

especiales establecidos en normas reglamentarias, los que pueden continuar vigentes en los términos 

determinados por la autoridad de aplicación. Esta misma disposición señala que estos procedimientos 

especiales deben interpretarse de acuerdo con las pautas y principios establecidos por la Ley N.º 6.101, 

la que tendrá carácter supletorio respecto de las tramitaciones administrativas cuyos regímenes 

especiales subsistan. 

 

El mismo artículo establece que las actividades económicas deben ajustarse, además, a las 

disposiciones del Código Urbanístico y del Código de Edificación, a las condiciones ambientales 

previstas en la Ley Nº123, a las normas nacionales que resulten obligatorias y a las demás disposiciones 

aplicables, incluyendo aquellas relativas a la defensa de los consumidores y a la higiene y seguridad en 

el trabajo. De esta manera, la Ley Nº6.101 no sustituye las regulaciones sectoriales, urbanísticas, 

edilicias, ambientales o de otra naturaleza aplicables a cada actividad, sino que establece el marco 

general dentro del cual estas deben desarrollarse. 

 

Por su parte, el artículo 5° establece determinadas actividades excluidas de la presentación de las clases 

de autorización contempladas en el artículo 8°. Entre ellas se encuentran el uso residencial y sus 

espacios comunes o accesorios, las actividades desarrolladas directamente por las administraciones 

públicas de la Ciudad, de las provincias o del Estado Nacional en dicha jurisdicción, determinadas 

actividades desarrolladas por personas jurídicas privadas cuando estas asumen finalidades de interés 

público y ejercen funciones esenciales propias de la Administración, y los estudios de profesionales 

independientes, los que deben sujetarse a la normativa específica que regula el ejercicio de su profesión. 

 

La exclusión de estas actividades respecto del régimen de autorizaciones previsto en la ley no implica 

su exclusión del ordenamiento jurídico general aplicable, puesto que el propio artículo 5° establece que 

deben cumplir, según corresponda, las normas vigentes en materia de seguridad e higiene. 

 

b) Autorizaciones de las actividades nocturnas  

 

El Título III de la Ley N.º 6.101 establece el régimen de autorizaciones aplicable al ejercicio de las 

actividades económicas en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. De acuerdo con el artículo 8°, ninguna 

actividad económica puede ejercerse sin contar con la clase de autorización correspondiente. Como 

regla general, las actividades económicas se autorizan mediante declaración responsable, salvo 

aquellos casos en que la propia ley o la normativa específica establezcan la exigencia de una licencia 

de actividad económica o de un permiso de actividad económica. 

 

El sistema establecido por la ley combina, de esta manera, un mecanismo general basado en la 

responsabilidad del titular de la actividad con supuestos determinados en los cuales se exige una 

intervención administrativa previa. Asimismo, el incumplimiento de las obligaciones establecidas en 
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materia de autorizaciones o el falseamiento de la información declarada puede generar responsabilidad 

administrativa, civil y/o penal del titular de la actividad económica. 

 

i.  Clases de autorizaciones 

 

- Declaración responsable  

 

La declaración responsable constituye el mecanismo general de autorización de las actividades 

económicas, debiendo la autoridad de aplicación verificar el contenido de esta. Conforme al artículo 8° 

inciso 3° N°1, consiste en un documento suscrito por el interesado y, cuando corresponda, por el 

profesional interviniente, mediante el cual se manifiesta, bajo su responsabilidad, que se cumplen los 

requisitos establecidos por la normativa vigente para el ejercicio de una determinada actividad 

económica y que se dispone de la documentación que acredita dicho cumplimiento. 

 

La presentación de la declaración responsable autoriza el funcionamiento de la actividad, sin perjuicio 

de las facultades de verificación que corresponden posteriormente a la autoridad de aplicación. La ley 

dispone expresamente que esta autoridad debe verificar el contenido de la declaración responsable. 

 

El régimen contempla en este mismo articulado la posibilidad de establecer una tramitación exprés de 

la declaración responsable, de acuerdo con los principios que rigen el sistema de autorizaciones. Para 

aquellas actividades que se desarrollen en establecimientos cuya superficie supere los 200 metros 

cuadrados, así como para aquellos rubros que, atendiendo a criterios objetivos, requieran especial 

atención según lo determine la autoridad de aplicación, la declaración responsable debe ser suscrita 

conjuntamente por el ciudadano y un profesional responsable. 

 

La declaración responsable no constituye únicamente una formalidad para el inicio de la actividad. De 

acuerdo con los artículos 11 y 12, su presentación implica que el interesado declara disponer de los 

antecedentes que acreditan el cumplimiento de los requisitos exigidos y asume una serie de 

compromisos. 

 

Por ejemplo, el titular debe haber evaluado los riesgos asociados a la actividad, adoptar las medidas 

necesarias y razonables para prevenir eventuales daños o reducir su magnitud y actuar considerando 

que, a mayor deber de cuidado, mayor es la obligación de adoptar medidas preventivas y la 

responsabilidad derivada de la negligencia. El titular debe, además, permitir las inspecciones y 

comprobaciones de la autoridad y comunicar determinados cambios relativos a la titularidad o 

composición de la persona jurídica, así como la suspensión o cese de la actividad dentro del plazo de 

cinco días de producido.  

 

De este modo, el sistema de declaración responsable se sustenta en una lógica de responsabilidad del 

particular y control administrativo posterior, en lugar de exigir, como regla general, una comprobación 

previa por parte de la Administración. 
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- Licencia de actividad económica  

 

La licencia de actividad económica constituye una modalidad de autorización distinta a la declaración, 

que requiere una intervención administrativa previa al inicio de la actividad. Conforme al artículo 8° inciso 

3° N°2, la autorización se otorga mediante un acto administrativo, una vez presentada la declaración 

responsable por el ciudadano conjuntamente con un profesional responsable y previa comprobación por 

la autoridad de aplicación del cumplimiento de las condiciones establecidas en la normativa aplicable. 

 

La ley permite, no obstante, que la autoridad de aplicación disponga una liberación anticipada y 

condicional al uso de la actividad cuando, mediante una inspección previa, se haya verificado el 

cumplimiento de las condiciones de higiene, seguridad y funcionamiento que correspondan. 

 

A diferencia de la declaración responsable, por tanto, la licencia supone que determinadas actividades 

quedan sometidas a un control administrativo previo, atendida su naturaleza o las condiciones 

particulares que justifican una mayor intensidad regulatoria. 

 

En este punto adquiere especial relevancia el artículo 13, que establece taxativamente las actividades 

económicas que requieren licencia. Entre ellas se encuentran: 

 

• Los locales de representación con capacidad superior a 350 asistentes. 

• Los locales de diversión. 

• Las residencias para personas mayores. 

• Los establecimientos de sanidad con internación. 

• Los servicios de alojamiento. 

• Las estaciones de servicio. 

 

La norma establece expresamente que estas actividades “no podrán obtener autorización con la simple 

presentación de una declaración responsable”, por lo que requieren la previa comprobación de las 

condiciones exigidas por la normativa y el correspondiente acto administrativo de otorgamiento de la 

licencia. 

 

La inclusión de los locales de diversión dentro de esta categoría resulta particularmente relevante para 

efectos del presente informe, puesto que determina que los establecimientos destinados a actividades 

propias del esparcimiento nocturno quedan sometidos, por regla general, a un régimen de autorización 

administrativa previa, diferenciándose de aquellas actividades económicas que pueden comenzar a 

funcionar mediante la sola presentación de una declaración responsable. 

 

- Permiso de actividad económica 

 

El tercer mecanismo contemplado en el artículo 8° inciso 3° N°3 es el permiso de actividad económica, 

previsto para eventos u otras actividades de carácter transitorio o limitadas a un breve período de tiempo. 

 

De conformidad con el artículo 14, la autoridad de aplicación puede otorgar permisos de carácter 

precario a solicitud del interesado cuando se trate de eventos u otras actividades que no se encuentren 
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comprendidas dentro de las categorías sujetas a declaración responsable o licencia. La vigencia del 

permiso es determinada por la autoridad de aplicación y se extingue una vez cumplido el objeto para el 

cual fue otorgado, sin perjuicio de la aplicación de las leyes específicas que regulen la actividad 

correspondiente. 

 

Esta modalidad permite distinguir entre la autorización de una actividad económica permanente y aquella 

requerida para el desarrollo de un evento o actividad temporal, aspecto que puede resultar relevante 

respecto de espectáculos o actividades recreativas de carácter ocasional. 

 

ii. Alcance de las autorizaciones  

 

El artículo 9° establece que la declaración responsable, la licencia y el permiso son revocables mediante 

acto fundado de la autoridad de aplicación. Asimismo, las autorizaciones pueden corresponder a 

personas humanas o jurídicas y pueden ser otorgadas de manera individual o compartida. 

 

La norma permite, además, que en un mismo espacio físico existan múltiples autorizaciones y que, 

conforme a los procedimientos establecidos por la autoridad de aplicación, puedan incorporarse nuevos 

usos, redistribuirse usos, modificarse la superficie originalmente autorizada, ampliarse o reducirse los 

usos y transmitirse las autorizaciones. 

 

Estas disposiciones permiten que el régimen de autorización se adapte a las modificaciones que puedan 

experimentar las actividades económicas durante su desarrollo, sin perjuicio de la obligación de observar 

los requisitos establecidos por las demás normas vigentes. 

 

iii. Responsabilidad y procedimiento de la declaración  

 

El artículo 10 establece que todas las actividades económicas desarrolladas en el territorio de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires requieren la presentación de una declaración responsable para su ejercicio. 

Tratándose de las actividades sometidas a licencia, esta declaración debe complementarse con el acto 

administrativo previo necesario para su funcionamiento. 

 

Por su parte, el artículo 15 dispone que corresponde a la autoridad de aplicación establecer los requisitos 

para la tramitación de las actividades económicas, de acuerdo con las pautas y principios establecidos 

por la Ley Nº6.101. Los procedimientos deben sujetarse, entre otros, a criterios de legalidad, verdad 

material, transparencia, razonabilidad, celeridad, economía, sencillez, eficiencia, eficacia, publicidad y 

difusión, sustentabilidad, promoción de la vía electrónica, debido proceso, informalismo y contradicción. 

 

c) Vigencia, ejercicio y revocación de las autorizaciones 

 

La Ley N°6.101 establece, asimismo, reglas relativas a la vigencia de las autorizaciones, las 

modificaciones que pueden experimentar las condiciones bajo las cuales fueron otorgadas, el cese de 

las actividades, su transmisión y las causales y mecanismos para su revocación. 
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- Vigencia y revalidación de las autorizaciones  

 

Conforme al artículo 16, “las autorizaciones mantendrán su vigencia siempre que se conserven las 

mismas condiciones exigidas por la normativa en vigor al momento de su otorgamiento”. De este modo, 

la subsistencia de la autorización se vincula con el mantenimiento de las condiciones que justificaron su 

otorgamiento. 

 

Tratándose específicamente de las licencias de actividad económica, el artículo 17 establece, además, 

un mecanismo de revalidación de datos que debe efectuarse cada quince años contados desde su 

otorgamiento, de acuerdo con los parámetros y requisitos establecidos por la autoridad de aplicación. 

En esta instancia, el titular debe declarar si las condiciones de la actividad se mantienen en los mismos 

términos en que fue otorgada la licencia. Si estas hubieran variado, deberá acompañar la documentación 

correspondiente, bajo apercibimiento de caducidad de la autorización. 

 

La norma contempla, asimismo, una regla especial para las licencias que fueron tramitadas bajo el 

régimen anterior establecido en el Título 1 de las Actividades del Anexo B de la Ordenanza N°34.421, 

cuyo plazo para la revalidación comienza a computarse desde el 6 de marzo de 2019, conforme a los 

términos establecidos por la autoridad de aplicación. 

 

- Modificación de las condiciones y cese de la actividad 

 

El artículo 18 impone al titular de una autorización el deber de informar a la autoridad de aplicación 

cualquier modificación o variación de las condiciones bajo las cuales esta fue otorgada. La omisión de 

esta obligación o el falseamiento de la información proporcionada puede generar responsabilidad 

administrativa, civil y/o penal del titular de la actividad. 

 

Cuando se trate de una actividad autorizada mediante licencia y la modificación sea realizada conforme 

a los parámetros y requisitos establecidos por la autoridad de aplicación, el plazo para la revalidación 

de los datos se reinicia. 

 

Por su parte, el artículo 19 establece que, en caso de cese de la actividad económica, el titular debe 

comunicar dicha circunstancia a la autoridad de aplicación dentro de los cinco días de ocurrido. La falta 

de comunicación no impide que la autoridad pueda disponer de oficio la baja de la autorización cuando 

compruebe el cese de la actividad, conforme a la reglamentación aplicable. 

 

- Transmisión de la autorización  

 

El artículo 20 dispone que la cesión o transferencia de las autorizaciones por actos entre vivos requiere 

la aprobación previa de la autoridad de aplicación, siempre que estas se encuentren dentro de su período 

de vigencia. Por tanto, la transmisión de una autorización no opera exclusivamente por acuerdo entre 

las partes, sino que queda sujeta a intervención administrativa previa. 
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- Revocación  

 

La Ley N°6.101 contempla la posibilidad de que la autoridad de aplicación revoque las autorizaciones 

mediante un acto fundado. El artículo 21 establece cuatro causales específicas: 

 

• Cuando se encuentre afectada o en peligro de manera inmediata la salubridad y/o seguridad 

pública; 

• Cuando se constate el falseamiento de la declaración responsable o de los instrumentos 

acompañados; 

• Cuando se compruebe por segunda vez la violación de una clausura; y  

• Cuando se constate por segunda vez la desvirtuación del rubro y/o uso que constituye el objeto 

de la autorización. 

 

La regulación vincula, de esta manera, la permanencia de la autorización con el cumplimiento de las 

condiciones que determinaron su otorgamiento y con la observancia de las obligaciones impuestas al 

titular. En particular, algunas de las causales de revocación se configuran frente a la reiteración de 

determinadas infracciones, como la violación de una clausura o la desviación del rubro o uso autorizado. 

 

- Impugnación judicial de la revocación  

 

Finalmente, el artículo 22 establece un mecanismo específico de impugnación respecto de los actos 

administrativos que dispongan la revocación de una autorización. El afectado debe, en primer término, 

utilizar la vía administrativa común y, una vez agotada esta, puede recurrir directamente ante la Cámara 

de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad. 

 

El recurso judicial directo debe fundarse en la ilegitimidad de la sanción, indicando expresamente las 

normas que se estimen vulneradas o los vicios atribuidos al procedimiento administrativo. La norma 

establece un plazo de treinta días hábiles judiciales desde la notificación del acto impugnado, salvo que 

exista un plazo especial aplicable. Recibidos los antecedentes administrativos, se confiere traslado del 

recurso por diez días y, conforme al procedimiento previsto, el tribunal puede resolver sobre la existencia 

de hechos controvertidos y la procedencia de abrir un período probatorio. La norma establece, asimismo, 

un plazo de treinta días para dictar sentencia desde el sorteo de la causa y contempla la perención de 

la instancia cuando el proceso no sea impulsado durante tres meses. 

 

d) Fiscalización de las actividades económicas y disposiciones complementarias  

 

i. Fiscalización  

 

La Ley N°6.101 establece, en su Título V, un régimen de fiscalización destinado a verificar que el 

ejercicio de las actividades económicas se ajuste al ordenamiento jurídico y a las condiciones bajo las 

cuales fueron autorizadas. 

 

De acuerdo con el artículo 23, la función de evaluación y comprobación de la conformidad de las 

actividades económicas con el ordenamiento jurídico corresponde a los inspectores, mientras que la 
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autoridad de aplicación determina el órgano encargado de planificar y coordinar sus actividades. 

Conforme al artículo 24, los inspectores ejercen el poder de policía respecto de las actividades 

económicas, particularmente en materias de funcionamiento, salubridad, seguridad e higiene. 

 

El artículo 25 establece diversos deberes aplicables al personal de inspección, entre ellos el desempeño 

diligente de sus funciones, la obligación de mantener una conducta adecuada, la abstención de recibir 

beneficios vinculados con su actividad, el deber de excusarse en situaciones que puedan comprometer 

su imparcialidad y la obligación de comunicar las irregularidades, faltas o delitos de los que tome 

conocimiento. Asimismo, el numeral 15 del mismo artículo exige que los inspectores realicen todas las 

observaciones correspondientes en un mismo acto de inspección. 

 

En cuanto a las facultades inspectivas, el artículo 26 permite a los inspectores: constatar infracciones 

mediante el acta correspondiente; intimar la subsanación de defectos en el ejercicio de la actividad 

dentro de un plazo razonable; disponer la clausura inmediata y preventiva del lugar en infracción, en los 

términos de la Ley N°1.217; y secuestrar o decomisar los elementos comprobatorios de la infracción. 

 

Las inspecciones pueden ser programadas o espontáneas, conforme al artículo 27, y deben quedar 

documentadas mediante un acta de inspección suscrita por el funcionario, en la que se detallen 

circunstanciadamente los hechos constatados. El titular del establecimiento o la persona que se 

encuentre presente debe tener acceso al contenido del acta. En el mismo instrumento puede intimarse 

al titular de la actividad a realizar determinadas acciones o presentar la documentación exigida por la 

normativa vigente. 

 

El artículo 27 inciso 4° contempla, además, la elaboración de un informe de inspección circunstanciado, 

que debe contener una opinión fundada sobre el resultado de la fiscalización y ser elevado a la autoridad 

de aplicación. Asimismo, reconoce la posibilidad de requerir el auxilio de la fuerza pública y permite que 

las actuaciones inspectivas se apoyen en medios electrónicos, fotográficos y audiovisuales, incluyendo 

grabaciones de video efectuadas desde medios móviles o puestos fijos. Los elementos obtenidos 

mediante estas actuaciones, cuando cumplen los requisitos establecidos por el ordenamiento jurídico y 

se encuentran debidamente suscritos por los funcionarios, constituyen prueba suficiente de los hechos 

descritos. 

 

Por su parte, el artículo 28 contempla un mecanismo específico para las actividades económicas que se 

hubieran iniciado sin la correspondiente presentación de la declaración responsable. En estos casos, el 

titular debe ser intimado a regularizar la situación dentro de un plazo de diez días, bajo apercibimiento 

de clausura inmediata del establecimiento y aplicación de las sanciones correspondientes. 

 

De esta regulación se desprende que el sistema de la Ley N°6.101 no se limita a controlar la existencia 

formal de una autorización, sino que establece una fiscalización sobre las condiciones efectivas de 

funcionamiento de las actividades económicas. Para los establecimientos de funcionamiento nocturno, 

este mecanismo resulta particularmente relevante, dado que el control puede comprender aspectos 

vinculados con su funcionamiento, salubridad, seguridad e higiene, pudiendo dar lugar, ante 

determinadas infracciones, a medidas preventivas como la clausura. 
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ii. Identificación de otros cuerpos normativos o normativa complementaria  

 

Junto con la Ley N°6.101, el régimen de autorización y funcionamiento de las actividades económicas 

en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se complementa con diversas disposiciones legales y 

reglamentarias que regulan aspectos específicos de su emplazamiento, habilitación, funcionamiento y 

fiscalización.  

 

Entre ellas se encuentran el Código Urbanístico, el Código de Edificación, el Decreto N°40/2019, 

reglamentario de la Ley N°6.101, el Decreto N°87/2019 y sus modificaciones, relativo a la asimilación de 

usos, y la Resolución N°96/AGC/2025, que establece el procedimiento para la tramitación de las 

autorizaciones de actividades económicas. Estas normas son identificadas actualmente por el propio 

Gobierno de la Ciudad como parte del marco normativo aplicable a los trámites de habilitación de 

actividades económicas. 

 

Asimismo, existen disposiciones específicas aplicables a determinados establecimientos vinculados con 

la economía nocturna. En particular, la Ley N°6.779, publicada en enero de 2024, modificó el régimen 

aplicable a los locales de baile Clase C, sustituyendo el Capítulo 8.2 del Anexo B de la Ordenanza 

N°34.4211. Esta regulación resulta especialmente relevante para efectos del presente informe, debido a 

que establece expresamente franjas horarias de funcionamiento para este tipo de establecimientos. 

 

Particularmente, y en relación con el horario de funcionamiento, la normativa establece reglas 

específicas para los locales de baile Clase C. En efecto, el artículo 8 dispone en su numeral 8.2.1 que 

el ingreso a estos establecimientos se encuentra prohibido entre las 4:00 y las 16:00 horas, cuando la 

actividad desarrollada sea el baile. La misma disposición establece reglas especiales para las personas 

de entre 15 y 18 años, cuyo acceso y permanencia se permite únicamente entre las 16:00 y las 24:00 

horas y exclusivamente respecto de personas pertenecientes a dicho grupo etario. 

 

Por su parte, el numeral 8.2.2 establece que los locales de baile Clase C, cuando desarrollen actividades 

de baile, pueden funcionar hasta las 7:00 horas. Vencido dicho horario, cuentan con una tolerancia de 

30 minutos para cesar la actividad de baile, transcurridos los cuales solamente se permite la presencia 

del personal de servicio. De esta regulación se desprende que, para esta categoría de establecimientos, 

la actividad nocturna puede extenderse hasta las 7:00 horas, con un período adicional de tolerancia 

destinado exclusivamente al cese de la actividad. 

 

La regulación contempla, asimismo, una vinculación entre las actividades de baile y gastronómicas. El 

numeral 8.2.3 dispone que las actividades gastronómicas anexas, consistentes en la expedición de 

bebidas o servicios de comidas, así como las instalaciones y recintos en que se desarrollen, se sujetan 

a las disposiciones aplicables a los locales gastronómicos, en lo que resulte pertinente, sin requerir una 

habilitación separada cuando se encuentren comprendidas dentro de la definición de este tipo de local. 

 
1 Cabe tener en consideración, que la legislación previa a los cuerpos normativos referenciados en este informe, 
se vinculaban con la Ordenanza N°34.421 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con sus respectivos Anexos 
(Anexo A: Código de Edificación; Anexo B: Código de Habilitaciones y verificaciones). No obstante, estos mismos 
anexos siguen vigentes en determinadas materias, las que se identificarán en el informe.  
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En materia de bebidas alcohólicas, el Capítulo 1.1 del Anexo B de la Ordenanza N°34.421, Código de 

Habilitaciones y Verificaciones, establece restricciones horarias diferenciadas según la modalidad de 

comercialización. Conforme al numeral 1.1.1, el expendio de bebidas alcohólicas para su consumo fuera 

del establecimiento que las comercializa se encuentra restringido al horario comprendido entre las 8:00 

y las 22:00 horas. Tratándose de la modalidad de envío a domicilio (delivery), la entrega se encuentra 

restringida al horario comprendido entre las 8:00 y las 24:00 horas. 

 

Por su parte, el numeral 1.1.3 establece que queda prohibida la venta de bebidas alcohólicas en los 

locales autorizados para tal efecto entre las 5:00 y las 10:00 horas, y que su consumo dentro de dichos 

establecimientos se encuentra prohibido entre las 5:30 y las 10:00 horas. Esta disposición constituye 

una restricción general aplicable a los locales autorizados para el expendio de bebidas alcohólicas, por 

lo que resulta relevante para caracterizar los límites horarios que inciden en determinadas actividades 

económicas desarrolladas durante la noche. 

 

De este modo, si bien la Ley N°6.101 no establece un horario general y uniforme para el conjunto de las 

actividades económicas desarrolladas durante la noche, la normativa complementaria permite identificar 

franjas horarias específicas según el tipo de actividad y la modalidad de comercialización. En 

consecuencia, en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el concepto de actividad económica nocturna 

no se estructura sobre una única franja horaria aplicable transversalmente a todos los establecimientos, 

sino mediante regulaciones particulares asociadas al tipo de actividad, establecimiento y modalidad de 

comercialización. En consecuencia, la regulación evidencia la existencia de actividades económicas 

cuyo funcionamiento se extiende durante la noche y primeras horas de la mañana, pero sin establecer 

una definición o franja horaria única para la denominada economía nocturna. 

 

 

II. Brasil (Río de Janeiro) 

 

1) Aspectos generales  

 

Brasil se configura como un Estado federal, en el cual las competencias legislativas y administrativas se 

distribuyen entre la Unión, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios. En particular, la Constitución 

de la República Federativa de Brasil de 1988, en su artículo 30, reconoce a los Municipios competencia 

para legislar sobre asuntos de interés local y para complementar la legislación federal y estatal en 

aquello que corresponda. Asimismo, les atribuye competencias relacionadas con el ordenamiento 

territorial y el control del uso, planeamiento y ocupación del suelo urbano. 

Esta distribución de competencias resulta especialmente relevante para el objeto del presente informe, 

puesto que la regulación de las actividades económicas desarrolladas en establecimientos abiertos al 

público, incluyendo aquellas vinculadas con la actividad nocturna, se encuentra fuertemente vinculada 

con las competencias municipales. Debido a ello, el presente informe analiza, a modo ejemplar, la 

regulación vigente en el Municipio de Río de Janeiro, capital del Estado de Río de Janeiro y uno de los 

principales centros urbanos y turísticos de Brasil, particularmente relevante para el análisis de las 

actividades económicas desarrolladas durante la noche. 
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El Municipio de Río de Janeiro contempla una regulación estructurada mediante diversos cuerpos 

normativos municipales, que establecen reglas generales de licenciamiento y funcionamiento de 

actividades económicas y disposiciones específicas aplicables a determinadas categorías de 

establecimientos.  

En materia de licenciamiento general, el régimen actualmente aplicable se encuentra establecido 

principalmente en el Decreto Municipal Nº41.827, de 14 de junio de 2016, que regula el licenciamiento 

de establecimientos en el Municipio de Río de Janeiro. Este decreto sustituyó el régimen anterior 

contenido en determinadas disposiciones del Reglamento Nº1 del Libro I del Decreto Municipal 

Nº29.881, de 18 de septiembre de 2008, cuyo régimen general de licenciamiento fue objeto de sucesivas 

modificaciones y derogaciones2.  

Por lo tanto, y para efectos del presente informe, el análisis se concentrará principalmente en el régimen 

municipal de licenciamiento y funcionamiento del Decreto Municipal N°41.827 y, en particular, en 

aquellas disposiciones que resulten relevantes para los establecimientos vinculados con la actividad 

nocturna.  

En consecuencia, no se pretende desarrollar exhaustivamente la totalidad de la normativa federal, 

estatal y municipal que pueda incidir en estas actividades, sino identificar y analizar las disposiciones 

más relevantes para determinar el régimen de autorización, funcionamiento y fiscalización de los 

establecimientos nocturnos en el Municipio de Río de Janeiro, con especial atención a las reglas relativas 

a sus horarios de funcionamiento. 

 

2. Régimen municipal de licenciamiento y funcionamiento de establecimientos del Decreto 

Municipal N°41.827 

 

a) Objeto, finalidad, principios y ámbito de aplicación   

 

Conforme al artículo 1 del Decreto Municipal N°41.827, este cuerpo normativo tiene por objeto regular 

la concesión de alvarás3 de licencia y autorización para establecimientos situados en áreas particulares. 

El artículo 2 establece las directrices que fundamentan y rigen la concesión de licencias en el Municipio 

de Río de Janeiro. El régimen exige el cumplimiento de la normativa sobre uso y ocupación del suelo, 

de las normas tributarias y de la legislación municipal, estatal y federal relativa, entre otras materias, a 

disciplina urbanística, protección ambiental, control sanitario, prevención de incendios y seguridad. 

Asimismo, incorpora principios que orientan el procedimiento administrativo, entre ellos la buena fe, 

legalidad, impersonalidad, moralidad, publicidad, eficiencia, contradicción, celeridad y proporcionalidad, 

junto con el acceso a la información. Estas directrices se complementan con medidas de digitalización 

y simplificación de los procedimientos, incluyendo la presentación electrónica de solicitudes y 

 
2 En particular, el Decreto Nº40.709, de 2015, derogó, entre otras disposiciones, los artículos 1 a 29 del referido 
Reglamento Nº1, y posteriormente fue derogado por el Decreto Nº41.827, de 2016. 
3 El concepto alvarás posee varios tipos de traducciones. Puede ser considerado como pago, permiso, licencia, 
autorizaciones, consentimientos. Para más información, vea aquí.  

https://www.linguee.es/portugues-espanol/traduccion/alvar%C3%A1s.html
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documentos, el intercambio de información entre órganos públicos y la eliminación de duplicidad de 

comprobaciones. 

Finalmente, el artículo establece un criterio diferenciado según las características de la actividad, 

contemplando la reducción de requisitos para aquellas de bajo impacto, bajo riesgo o baja densidad, y 

la adopción de medidas preventivas especiales para actividades de alto impacto, alto riesgo o alta 

densidad. 

A su vez, los artículos 3 y 4 incorporan mecanismos destinados a simplificar y modernizar los 

procedimientos administrativos vinculados con el licenciamiento, mediante la utilización de medios 

electrónicos y digitales y la racionalización de los trámites y exigencias aplicables. De esta manera, el 

régimen busca compatibilizar la autorización y control de las actividades económicas con procedimientos 

administrativos más ágiles y accesibles. 

Sobre esta base, y respecto al ámbito de aplicación, el artículo 5 dispone que la localización y el 

funcionamiento de los establecimientos comerciales y de servicios están sujetos a licenciamiento previo, 

debiendo las personas naturales o jurídicas interesadas en obtener esta licencia, el cumplir con las 

disposiciones del propio decreto y con la legislación aplicable en materia de uso y ocupación del suelo, 

debiendo ser autorizados por la Secretaría Municipal de Hacienda.  

A su respecto, el § 1º del artículo 5 define como establecimiento cualquier lugar en el que personas 

físicas o jurídicas desarrollen sus actividades. Asimismo, la obligación de licenciamiento se extiende a 

determinadas situaciones particulares. Por su parte, y conforme al § 2º, la aplicación también comprende 

las actividades desarrolladas al interior de residencias, incluso cuando estas sean utilizadas únicamente 

como punto de referencia; aquellas que se pretendan desarrollar en locales que ya cuenten con 

autorización para otra actividad, aun cuando se trate de una actividad idéntica; y las actividades ejercidas 

por un período determinado. 

El decreto contempla, sin embargo, determinadas exclusiones. De acuerdo con el § 3º, quedan fuera de 

esta obligación los establecimientos pertenecientes a la Unión, los Estados, el Distrito Federal y los 

Municipios, así como sus autarquías y fundaciones; las sedes de partidos políticos; las misiones 

diplomáticas; los organismos internacionales reconocidos por el Gobierno brasileño; las asociaciones 

de vecinos y los templos religiosos. 

Por su parte, el § 4º regula la denominada autorización como “simple punto de referencia”, consistente 

en la concesión de una licencia para un inmueble residencial bajo la condición de que en dicho lugar no 

se ejerza efectivamente la actividad, no circulen mercancías, no se atienda público, no se almacenen 

productos ni se exhiba publicidad. 

Finalmente, el § 5º excluye del ámbito de aplicación del decreto las actividades calificadas como eventos, 

las cuales se encuentran sujetas al régimen específico establecido en el Decreto Nº40.711, de 8 de 

octubre de 20154. 

 
4 Con todo, se debe tener presente que este Decreto fue posteriormente revocado por el Decreto N°49.283 de 
2021. 
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b) Modalidades de autorización y régimen de funcionamiento de los establecimientos  

El artículo 6 establece tres modalidades de autorización para el funcionamiento de establecimientos en 

el Municipio de Río de Janeiro: La licencia para establecimiento, válida por tiempo indefinido (Alvará de 

Licença para Estabelecimento), la autorización especial, válida por tiempo indefinido (Alvará de 

Autorização Especial), y la autorización transitoria, válida por tiempo determinado (Alvará de Autorização 

Transitória).  

Por su parte, el artículo 7 establece la obligación de contar con licencias (alvarás) distintas cuando se 

trate de establecimientos pertenecientes a personas físicas o jurídicas diferentes, aun cuando funcionen 

en un mismo inmueble, así como respecto de establecimientos de un mismo titular que se encuentren 

en inmuebles o locales no contiguos, salvo que se ubiquen en una misma edificación. 

El artículo 8 regula la coexistencia de actividades en un mismo inmueble, permitiéndola, incluso respecto 

de distintos titulares, siempre que se cumplan las condiciones establecidas por la legislación para 

aquellos casos en que determinadas actividades deban funcionar en edificaciones de uso exclusivo. 

Asimismo, dispone que no existe un número máximo de licencias o establecimientos que puedan 

funcionar en un mismo inmueble. 

En cuanto a los efectos de la autorización, el artículo 10 precisa que la concesión de la licencia (alvará) 

no supone el reconocimiento de derechos u obligaciones derivados de relaciones jurídicas privadas, ni 

acredita el cumplimiento de obligaciones administrativas o tributarias. Asimismo, tampoco implica el 

reconocimiento de que el establecimiento cumple con todas las normas aplicables a su funcionamiento, 

particularmente aquellas relativas a protección de la salud, condiciones de las edificaciones, protección 

ambiental, prevención de incendios y ejercicio de determinadas profesiones. De esta forma, la obtención 

de la licencia (alvará) no constituye, por sí sola, una certificación general de cumplimiento de la normativa 

aplicable al establecimiento. 

El artículo 11 establece, a su vez, el contenido mínimo de las licencias (alvarás), los que deben identificar 

al titular, la dirección del establecimiento, las actividades autorizadas, el número de inscripción municipal, 

el procedimiento mediante el cual se otorgó o modificó la autorización y las eventuales restricciones 

aplicables. 

Por su parte, el artículo 12 contempla la verificación de los datos e informaciones proporcionados por el 

solicitante, mediante la consulta, cuando resulte necesario, de registros tributarios, empresariales y 

profesionales de distintas entidades públicas. Si dicha verificación revela incongruencias con la 

información proporcionada por el particular, la solicitud de la licencia (alvará) debe ser rechazada, sin 

que la ausencia de datos relativos a la inscripción ante la Secretaría de Estado de Hacienda de Río de 

Janeiro impida por sí sola su concesión. 

Luego, el artículo 13 dispone que el otorgamiento de la licencia (alvará) y el pago de la correspondiente 

tasa —o la verificación de una hipótesis de exención— son suficientes para iniciar el funcionamiento del 

establecimiento, aun cuando el documento todavía no se encuentre disponible para su impresión en el 

portal Carioca Digital por razones vinculadas al registro del pago. En estos casos, el responsable debe 

acreditar ante la fiscalización el cumplimiento de dicha condición mediante la documentación 

correspondiente, sin perjuicio de la obligación posterior de exhibir la misma.  
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Con todo, previo al otorgamiento de la licencia (alvará), los artículos 20 y siguientes establecen la 

Consulta Previa de Ubicación (Consulta Prévia de Local), que debe ser presentada digitalmente por el 

interesado y permite verificar la compatibilidad entre la actividad que se pretende desarrollar y las 

características del inmueble y las normas de uso y ocupación del suelo. La consulta puede ser aprobada 

o rechazada automáticamente cuando el Municipio dispone de información suficiente para efectuar la 

evaluación; en los casos en que ello no sea posible, corresponde su revisión por la autoridad competente 

y, cuando resulte necesario, la inspección del inmueble. Su aprobación se acompaña de la relación de 

documentos y requisitos exigidos para el posterior licenciamiento. 

Respecto de las distintas modalidades de autorización, la licencia para establecimiento (alvará de 

Licença para Estabelecimento) constituye la modalidad ordinaria de licenciamiento, cuyo otorgamiento 

se tramita mediante procedimientos digitales y puede efectuarse en un plazo de hasta 24 horas una vez 

cumplidos los documentos y requisitos correspondientes, conforme al artículo 30. Por su parte, la 

autorización especial (alvará de Autorização Especial) procede cuando el licenciamiento tiene carácter 

precario atendida la naturaleza de la ocupación o de la actividad, de acuerdo con el artículo 37, mientras 

que la licencia de autorización transitoria (alvará de Autorização Transitória) se utiliza para el 

funcionamiento de establecimientos o actividades por un plazo determinado. Este último tiene una 

vigencia equivalente a la duración de la actividad, con un máximo de 365 días y sin posibilidad de 

prórroga, conforme a los artículos 41 y 43. 

Finalmente, el artículo 30 exige la presentación previa de un documento de aprobación del Cuerpo de 

Bomberos Militar del Estado de Río de Janeiro (CBMERJ) para las actividades comprendidas en el 

Anexo I del Decreto. Entre ellas se encuentran las casas de fiestas, casas de diversiones, clubes, 

parques de diversiones y determinados restaurantes y establecimientos similares, lo que supone una 

exigencia documental adicional para actividades que involucran reunión o concentración de público. 

c) Horario de funcionamiento y regulación de ruidos 

El artículo 9 establece como regla general la libertad de horario de funcionamiento de los 

establecimientos ubicados en el Municipio de Río de Janeiro. La única restricción horaria contemplada 

en esta disposición se aplica a los establecimientos destinados a actividades de lanchonete, bar y 

botequim que se encuentren ubicados en edificios que cuenten con unidades residenciales, los cuales 

no pueden funcionar entre las 1:00 y las 5:00 horas. 

Asimismo, el artículo establece que el funcionamiento de los establecimientos debe respetar los límites 

de emisión de sonidos y ruidos y las condiciones de adecuación sonora previstas en la Ley Nº3.268, de 

2001. De esta manera, la regulación municipal no establece un horario general de cierre para los 

establecimientos nocturnos, sino que combina la libertad horaria como regla general con restricciones 

específicas para determinadas actividades y exigencias relativas a la emisión de ruidos. 

d) Fiscalización, infracciones y sanciones 

El artículo 50 dispone que los establecimientos pueden ser fiscalizados en cualquier momento por la 

Coordinación de Licenciamiento y Fiscalización, para verificar tanto la adecuación a las condiciones del 

licenciamiento como el cumplimiento de obligaciones tributarias. El fiscal tiene, además, acceso a las 

dependencias del establecimiento para ejercer sus funciones. 
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El sistema contempla también una fiscalización distribuida entre distintos órganos municipales. El 

artículo 51 entrega a las autoridades competentes en materias urbanísticas, sanitarias, ambientales, de 

conservación y transporte la posibilidad de declarar irregularidades y aplicar las sanciones 

correspondientes dentro de sus respectivas competencias. Las medidas que estos órganos adopten —

como interdicción, aprehensión, suspensión, intimación o restricción de actividades— no producen por 

sí mismas la pérdida de la licencia (alvará), pero pueden dar lugar a una solicitud de revocación 

(cassação) o anulación (anulação) del licenciamiento. 

En materia de sanciones, el artículo 55 establece multas cuando el establecimiento desarrolla 

actividades que no se encuentran comprendidas en la licencia (alvará), graduándolas según su 

compatibilidad con las actividades autorizadas y con el lugar donde funciona5. Por su parte, el artículo 

56 contempla la suspensión inmediata de la misma, y de la inscripción municipal cuando se detectan 

vicios, declaraciones falsas o causas de nulidad en el procedimiento de licenciamiento, garantizando 

posteriormente un plazo de 10 días para presentar defensa. 

Finalmente, los artículos 57 y 58 contemplan medidas de mayor entidad, distinguiendo entre revocación 

y anulación de la licencia. La primera procede, entre otros casos, cuando se desarrolla una actividad no 

permitida en el lugar, se infringen normas de control de contaminación, el funcionamiento genera daños, 

molestias o riesgos para la seguridad, tranquilidad, salud o integridad de la comunidad, o existe 

reiteración de infracciones. La anulación, en cambio, procede cuando el licenciamiento fue concedido 

infringiendo normas legales o reglamentarias, o cuando se acredita la falsedad o inexactitud de una 

declaración o documento. El artículo 59 asegura el contradictorio y la amplia defensa frente a estas 

medidas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
5 Se aplica una multa de R$ 37,65 diarios cuando dicha actividad sea adecuada o tolerada en el lugar y compatible 
con las actividades autorizadas; de R$ 150,61 diarios cuando sea adecuada o tolerada en el lugar, pero 
incompatible con las actividades licenciadas; y de R$ 376,53 diarios cuando la actividad no sea ni adecuada ni 
tolerada en el lugar.  
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